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Garantías judiciales, Libertad de pensamiento y de expresión, Derecho
a la nacionalidad, Derecho a la propiedad privada, Protección
judicial, Obligación de respetar los derechos

Hechos de la demanda: supuesta violación de los derechos humanos
del señor Baruch Ivcher Bronstein, ciudadano peruano por naturalización,
accionista mayoritario, director y presidente del directorio del Canal 2 de
la televisión peruana, cuya empresa operadora es Latinoamericana de Ra-
diodifusión S.A. La demanda se basa, según la Comisión, en el despojo
arbitrario, por parte del Estado del Perú, del título de nacionalidad del se-
ñor Ivcher Bronstein, con el objeto de desplazarlo del control editorial del
Canal 2 y de coartar su libertad de expresión, la cual se manifestaba a tra-
vés de denuncias de graves violaciones a derechos humanos y de corrup-
ción, hechos que iniciaron a partir del 4 de junio de 1997.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 9 de junio de
1997.

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 31 de marzo de
1999.

A) ETAPA DE COMPETENCIA

CIDH, Caso Ivcher Bronstein, Competencia. Sentencia de 24 de sep-
tiembre de 1999. Serie C, núm. 54.

Artículos en análisis: 56.2, 62.1, 62.3, 78 Convención Americana;
44.1, 56.1 y 56.2 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados;
46 Convenio Europeo de Derechos Humanos; 36.2, 62.1 y 62.3 Estatuto
Corte Internacional de Justicia.

Composición de la Corte:* Antônio A. Cançado Trindade, presidente;
Máximo Pacheco Gómez, vicepresidente; Oliver Jackman, Alirio Abreu
Burelli, Sergio García Ramírez y Carlos Vicente de Roux Rengifo; pre-

* El juez Hernán Salgado Pesantes, quien presidió la Corte hasta el día 16 de septiem-
bre de 1999, se excusó en aquella fecha de participar en la elaboración y adopción de esta
sentencia.
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sentes, además: Manuel E. Ventura Robles, secretario y Renzo Pomi, se-
cretario adjunto.

Asuntos en discusión: Aceptación de la competencia de la Corte,
efectos; diferencia entre la naturaleza de los tribunales internacionales
de derechos humanos y la Corte Internacional de Justicia; especial natu-
raleza de los tratados de derechos humanos; retiro del reconocimiento de
la competencia contenciosa de la Corte, determinación del alcance de la
competencia de la Corte, inadmisibilidad del retiro inmediato, la denun-
cia del tratado como un todo.

*

Aceptación de la competencia de la Corte, naturaleza: cláusula pétrea,
efectos, diferencia entre la naturaleza de los tribunales internacionales
de derechos humanos y la Corte Internacional de Justicia

36. La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte constituye
una cláusula pétrea que no admite limitaciones que no estén expresamen-
te contenidas en el artículo 62.1 de la Convención Americana. Dada la
fundamental importancia de dicha cláusula para la operación del sistema
de protección de la Convención, no puede ella estar a merced de limita-
ciones no previstas que sean invocadas por los Estados parte por razones
de orden interno.

37. Los Estados parte en la Convención deben garantizar el cumpli-
miento de las disposiciones convencionales y sus efectos propios (effet
utile) en el plano de sus respectivos derechos internos. Este principio se
aplica no sólo en relación con las normas sustantivas de los tratados de
derechos humanos (es decir, las que contienen disposiciones sobre los de-
rechos protegidos), sino también en relación con las normas procesales,
tal como la referente a la cláusula de aceptación de la competencia con-
tenciosa del Tribunal... Tal cláusula, esencial a la eficacia del mecanismo
de protección internacional, debe ser interpretada y aplicada de modo que
la garantía que establece sea verdaderamente práctica y eficaz, teniendo
presentes el carácter especial de los tratados de derechos humanos (Cfr.
infra 42 a 45) y su implementación colectiva.

46. En el funcionamiento del sistema de protección consagrado en la
Convención Americana, reviste particular importancia la cláusula faculta-
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tiva de aceptación de la competencia contenciosa de la Corte Interameri-
cana. Al someterse a esa cláusula queda el Estado vinculado a la integri-
dad de la Convención, y comprometido por completo con la garantía de
protección internacional de los derechos humanos consagrada en dicha
Convención. El Estado parte sólo puede sustraerse a la competencia de la
Corte mediante la denuncia del tratado como un todo (Cfr. supra 40, infra
50). El instrumento de aceptación de la competencia de la Corte debe,
pues, ser apreciado siempre a la luz del objeto y propósito de la Conven-
ción Americana como tratado de derechos humanos.

47. Hay que descartar cualquier analogía entre, por un lado, la práctica
estatal permisiva desarrollada bajo el artículo 36.2 del Estatuto de la Cor-
te Internacional de Justicia, y, por otro lado, la aceptación de la cláusula
facultativa de la jurisdicción obligatoria de esta Corte, teniendo presentes
el carácter especial, así como el objeto y propósito de la Convención
Americana. En este sentido se ha pronunciado igualmente la Corte Euro-
pea de Derechos Humanos, en su sentencia sobre excepciones prelimina-
res en el caso Loizidou vs. Turquía (1995), en relación con la cláusula fa-
cultativa de su jurisdicción obligatoria (artículo 46 de la Convención
Europea, anteriormente a la entrada en vigor, el 01.11.1998, del Protocolo
XI a la Convención Europea)..., fundamentando su posición en el carácter
de “tratado normativo” (law-making treaty) de la Convención Europea...

48. En efecto, la solución internacional de casos de derechos humanos
(confiada a tribunales como las Cortes Interamericana y Europea de De-
rechos Humanos), no admite analogías con la solución pacífica de contro-
versias internacionales en el contencioso puramente interestatal (confiada
a un tribunal como la Corte Internacional de Justicia); por tratarse, como
es ampliamente reconocido, de contextos fundamentalmente distintos, los
Estados no pueden pretender contar, en el primero de dichos contextos,
con la misma discrecionalidad con que han contado tradicionalmente en
el segundo.

49. No hay como equiparar un acto jurídico unilateral efectuado en el
contexto de las relaciones puramente interestatales (v.g., reconocimiento,
promesa, protesta, renuncia), que se completa por sí mismo de forma au-
tónoma, con un acto jurídico unilateral efectuado en el marco del derecho
convencional, como la aceptación de una cláusula facultativa de la juris-
dicción obligatoria de un tribunal internacional. Dicha aceptación se en-
cuentra determinada y condicionada por el propio tratado y, en particular,
por la realización de su objeto y propósito.
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50. Un Estado que aceptó la jurisdicción obligatoria de la Corte Intera-
mericana según el artículo 62.1 de la misma, pasa a obligarse por la Con-
vención como un todo (Cfr. supra 40, 46). El propósito de preservar la in-
tegridad de las obligaciones convencionales se desprende del artículo
44.1 de la Convención de Viena, que parte precisamente del principio de
que la denuncia (o el “retiro” del mecanismo de un tratado) sólo puede
ser efectuada en relación con el conjunto del tratado, a menos que éste lo
disponga o las partes lo acuerden de manera diferente.

Especial naturaleza de los tratados de derechos humanos

42. La Convención Americana, así como los demás tratados de dere-
chos humanos, se inspiran en valores comunes superiores (centrados en la
protección del ser humano), están dotados de mecanismos específicos de
supervisión, se aplican de conformidad con la noción de garantía colecti-
va, consagran obligaciones de carácter esencialmente objetivo, y tienen
una naturaleza especial, que los diferencian de los demás tratados, los
cuales reglamentan intereses recíprocos entre los Estados parte y son apli-
cados por éstos, con todas las consecuencias jurídicas que de ahí derivan
en los ordenamientos jurídicos internacional e interno.

43. Al respecto, esta Corte ha señalado, en su opinión consultiva OC-
2/82 de 24 de septiembre de 1982 denominada El Efecto de las Reservas
Sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana (artículos 74
y 75), que

...los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en particular,
la Convención Americana, no son tratados multilaterales del tipo tradicional,
concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, para el bene-
ficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de
los derechos fundamentales de los seres humanos, independientemente de su
nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como frente a los otros Estados
contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, los Esta-
dos se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asu-
men varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los indi-
viduos bajo su jurisdicción (párrafo 29).

44. Dicho criterio coincide con la jurisprudencia convergente de otros ór-
ganos jurisdiccionales internacionales. Al respecto, la Corte Internacional de
Justicia, en su opinión consultiva relativa a Reservas a la Convención para
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la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1951), afirmó que “en
este tipo de tratados, los Estados contratantes no tienen intereses propios; so-
lamente tienen, por encima de todo, un interés común: la consecución de los
propósitos que son la razón de ser de la Convención”.

45. La Comisión y Corte Europeas de Derechos Humanos (en adelante
“Comisión Europea” y “Corte Europea”, respectivamente), a su vez, se
han pronunciado en forma similar. En el caso Austria vs. Italia (1961), la
Comisión Europea declaró que las obligaciones asumidas por los Estados
parte en la Convención Europea de Derechos Humanos (en adelante
“Convención Europea”) “son esencialmente de carácter objetivo, diseña-
das para proteger los derechos fundamentales de los seres humanos de
violaciones de parte de las Altas Partes Contratantes en vez de crear dere-
chos subjetivos y recíprocos entre las Altas Partes Contratantes”... En
igual sentido, la Corte Europea afirmó, en el caso Irlanda vs. Reino Uni-
do (1978), que 

a diferencia de los tratados internacionales del tipo clásico, la Convención
comprende más que simples compromisos recíprocos entre los Estados parte.
Crea, por encima de un conjunto de compromisos bilaterales, mutuos, obliga-
ciones objetivas que, en los términos del Preámbulo, cuentan con una garantía
colectiva...

Igualmente, en el Caso Soering vs. Reino Unido (1989), la Corte Euro-
pea declaró que la Convención Europea “debe ser interpretada en función
de su carácter específico de tratado de garantía colectiva de derechos hu-
manos y libertades fundamentales, y que el objeto y fin de este instrumento
de protección de seres humanos exigen comprender y aplicar sus disposicio-
nes de manera que haga efectivas y concretas aquellas exigencias”...

Retiro del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte,
determinación del alcance de la competencia de la Corte, inadmisibilidad
del retiro inmediato, la denuncia del tratado como un todo

28. Mediante nota de 16 de julio de 1999, recibida en la Secretaría de
la Corte el 27 de los mismos mes y año, la Secretaría General de la OEA
informó que, con fecha 9 de julio de 1999, el Perú había presentado un
instrumento en el que comunicaba el retiro de su declaración de reconoci-
miento de la cláusula facultativa de sometimiento a la competencia con-
tenciosa de la Corte.
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Asimismo, transmitió copia del original de dicho instrumento, fechado
en Lima el 8 de julio de 1999. En éste, el Ministro de Relaciones Exterio-
res del Perú señalaba que el Congreso de la República, mediante Resolu-
ción Legislativa núm. 27.152 de la misma fecha, había aprobado el retiro
en los siguientes términos:

... que, de acuerdo con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la
República del Perú retira la Declaración de reconocimiento de la cláusula fa-
cultativa de sometimiento a la competencia contenciosa de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, hecha en su oportunidad por el gobierno peruano.

 Este retiro del conocimiento de la competencia contenciosa de la Corte In-
teramericana producirá efecto inmediato y se aplicará a todos los casos en que
el Perú no hubiese contestado la demanda incoada ante la Corte.

29. El 4 de agosto de 1999, el Ministro y el Consejero de la Embajada
del Perú ante el Gobierno de Costa Rica comparecieron en la Secretaría de
la Corte Interamericana, y manifestaron que procedían a devolver la de-
manda y los anexos del caso Ivcher Bronstein, de lo cual la Secretaría le-
vantó un acta de recibimiento.

32. La cuestión del pretendido retiro, por parte del Perú, de la declara-
ción de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte y de
los efectos jurídicos del mismo, debe ser resuelta por este Tribunal. La
Corte Interamericana, como todo órgano con competencias jurisdicciona-
les, tiene el poder inherente de determinar el alcance de su propia compe-
tencia (compétence de la compétence/Kompetenz-Kompetenz).

33. La Corte no puede abdicar de esta prerrogativa, que además es un
deber que impone la Convención Americana, para ejercer sus funciones
según el artículo 62.3 de la misma. Dicha disposición establece que

[la] Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la inter-
pretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea so-
metido, siempre que los Estados parte en el caso hayan reconocido o reconozcan
dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los incisos an-
teriores, ora por convención especial.

34. La competencia de la Corte no puede estar condicionada por he-
chos distintos a sus propias actuaciones. Los instrumentos de aceptación
de la cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria (artículo 62.1 de la
Convención) presuponen la admisión, por los Estados que la presentan,
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del derecho de la Corte a resolver cualquier controversia relativa a su ju-
risdicción. Una objeción o cualquier otro acto interpuesto por el Estado
con el propósito de afectar la competencia de la Corte es inocuo, pues en
cualesquiera circunstancias la Corte retiene la compétence de la compé-
tence, por ser maestra de su jurisdicción.

35. Al interpretar la Convención conforme a su objeto y fin (Cfr. infra
39), la Corte debe actuar de tal manera que se preserve la integridad del
mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la Convención. Sería inadmisi-
ble subordinar tal mecanismo a restricciones súbitamente agregadas por
los Estados demandados a los términos de sus aceptaciones de la compe-
tencia contenciosa del Tribunal, lo cual no sólo afectaría la eficacia de di-
cho mecanismo, sino que impediría su desarrollo futuro.

39. ...No existe en la Convención norma alguna que expresamente fa-
culte a los Estados parte a retirar su declaración de aceptación de la com-
petencia obligatoria de la Corte, y tampoco el instrumento de aceptación
por el Perú de la competencia de la Corte, de fecha 21 de enero de 1981,
prevé tal posibilidad.

40. Una interpretación de la Convención Americana “de buena fe con-
forme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del trata-
do en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin”, lleva a
esta Corte a considerar que un Estado parte en la Convención Americana
sólo puede desvincularse de sus obligaciones convencionales observando
las disposiciones del propio tratado. En las circunstancias del presente
caso, la única vía de que dispone el Estado para desvincularse del someti-
miento a la competencia contenciosa de la Corte, según la Convención
Americana, es la denuncia del tratado como un todo (Cfr. infra 46, 50); si
esto ocurriera, dicha denuncia sólo produciría efectos conforme al artícu-
lo 78, el cual establece un preaviso de un año.

41. El artículo 29.a de la Convención Americana establece que ninguna
disposición de la misma puede ser interpretada en el sentido de permitir a
alguno de los Estados parte, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio
de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en
mayor medida que la prevista en ella. Una interpretación de la Conven-
ción Americana en el sentido de permitir que un Estado parte pueda reti-
rar su reconocimiento de la competencia obligatoria del Tribunal, como
pretende hacerse en el presente caso, implicaría la supresión del ejercicio
de los derechos y libertades reconocidos por la Convención, iría en contra
de su objeto y propósito como tratado de derechos humanos, y privaría a
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todos los beneficiarios de la Convención de la garantía adicional de pro-
tección de tales derechos por medio de la actuación de su órgano jurisdic-
cional.

51. La Convención Americana es clara al prever la denuncia de “esta
Convención” (artículo 78), y no la denuncia o “el retiro” de partes o cláu-
sulas de la misma, pues esto último afectaría su integridad. Aplicando los
criterios consagrados en la Convención de Viena (artículo 56.1), no pare-
ce haber sido la intención de las partes permitir tal tipo de denuncia o re-
tiro, ni tampoco se puede inferir este último de la naturaleza de la Con-
vención Americana como tratado de derechos humanos.

52. Aún en la hipótesis de que fuera posible tal “retiro”, —hipótesis re-
chazada por esta Corte—, no podría éste de modo alguno producir “efec-
tos inmediatos”. El artículo 56.2 de la Convención de Viena estipula un
plazo de anticipación de “por lo menos doce meses” para la notificación
por un Estado parte de su intención de denunciar un tratado o retirarse de
él. Este plazo tiene el propósito de proteger los intereses de las otras par-
tes en el tratado. La obligación internacional en cuestión, aunque haya
sido contraída por medio de una declaración unilateral, tiene carácter vin-
culante; el Estado queda sujeto a “seguir una línea de conducta consisten-
te con su declaración”, y los demás Estados parte están habilitados para
exigir que sea cumplida...

53. A pesar de su carácter facultativo, la declaración de aceptación de
la competencia contenciosa de un tribunal internacional, una vez efectua-
da, no autoriza al Estado a cambiar posteriormente su contenido y alcance
como bien entienda: “...El derecho de poner fin inmediatamente a decla-
raciones con duración indefinida encuéntrase lejos de estar establecido.
La exigencia de la buena fe parece imponer que se debería aplicar a ellas
por analogía el tratamiento previsto por el derecho de los tratados, que re-
quiere un plazo razonable para el retiro o la denuncia de tratados que no
contienen disposición alguna sobre la duración de su validez”... Así, para
que la aceptación de la cláusula facultativa sea terminada unilateralmente,
deben aplicarse las reglas pertinentes del derecho de los tratados, las cuales
descartan claramente dicha terminación o “retiro” con “efecto inmediato”.

54. Por las razones anteriores, la Corte considera que es inadmisible el
pretendido retiro por el Perú de la declaración de reconocimiento de la
competencia contenciosa de la Corte con efectos inmediatos, así como
cualesquiera consecuencias que se busque derivar de dicho retiro, entre
ellas, la devolución de la demanda, que resulta irrelevante.
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55. En virtud de lo expuesto, la Corte considera que debe continuar
con la tramitación del caso Ivcher Bronstein, de conformidad con el ar-
tículo 27 de su Reglamento.

B) ETAPA DE FONDO

CIDH, Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Se-
rie C, núm. 74.

Artículos en análisis: Artículos 8o. (Garantías judiciales), 13 (Liber-
tad de pensamiento y de expresión), 20 (Derecho a la nacionalidad), 21
(Derecho a la propiedad privada) y 25 (Protección judicial), relaciona-
dos con el artículo 1.1 (Obligación de respetar los derechos) todos de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Composición de la Corte: Antônio A. Cançado Trindade, presidente;
Máximo Pacheco Gómez, vicepresidente; Hernán Salgado Pesantes, Oli-
ver Jackman, Alirio Abreu Burelli, Sergio García Ramírez y Carlos Vi-
cente de Roux Rengifo; presentes, además: Manuel E. Ventura Robles,
Secretario y Renzo Pomi, Secretario adjunto.

Asuntos en discusión: criterios generales de valoración de la prueba,
presunción de hechos; valor probatorio de los recortes de periódicos y de
los documentos no controvertidos; hechos probados; consideraciones
previas sobre el fondo, inactividad procesal; derecho a la nacionalidad;
garantías judiciales; derecho a la propiedad privada; protección judi-
cial; libertad de pensamiento y de expresión; obligación de respetar los
derechos; deber de reparar; deber de investigar y combatir la impuni-
dad; gastos y costas.

*

Criterios generales de valoración de la prueba, presunción de hechos

63. Antes del examen de las pruebas recibidas, la Corte precisará los
criterios generales sobre valoración de la prueba y realizará algunas con-
sideraciones aplicables al caso específico, la mayoría de las cuales han
sido desarrolladas anteriormente por la jurisprudencia de este Tribunal.

64. El artículo 43 del Reglamento de la Corte establece que

CASO IVCHER BRONSTEIN. PERÚ 729



[l]as pruebas promovidas por las partes sólo serán admitidas si son señaladas
en la demanda y en su contestación... Excepcionalmente la Corte podrá admi-
tir una prueba si alguna de las partes alegare fuerza mayor, un impedimento
grave o hechos supervinientes en momento distinto a los antes señalados,
siempre que se garantice a la parte contraria el derecho de defensa.

65. En un tribunal internacional como la Corte, cuyo fin es la protec-
ción de los derechos humanos, el procedimiento reviste particularidades
propias que lo diferencian del proceso de derecho interno. Aquél es me-
nos formal y más flexible que éste, sin que por ello deje de cuidar la se-
guridad jurídica y el equilibrio procesal entre las partes.1

66. Asimismo, como ha señalado la Corte, la determinación de la res-
ponsabilidad internacional de un Estado por la violación de derechos de
la persona requiere una mayor flexibilidad en la valoración de la prueba
rendida ante el Tribunal, de acuerdo con las reglas de la lógica y con base
en la experiencia.2

67. Con respecto a las formalidades correspondientes al ofrecimiento
de prueba, la Corte ha expresado que

el sistema procesal es un medio para realizar la justicia y... ésta no puede ser
sacrificada en aras de meras formalidades. Dentro de ciertos límites de tempo-
ralidad y razonabilidad, ciertas omisiones o retrasos en la observancia de los
procedimientos, pueden ser dispensados, si se conserva un adecuado equilibrio
entre la justicia y la seguridad jurídica.3 

68. En este caso, el Estado no presentó ninguna prueba de descargo en
las oportunidades procesales señaladas en el artículo 43 del Reglamento.
Al respecto, la Corte considera, como ya lo ha hecho en otros casos, que,
en principio, es posible presumir verdaderos los hechos planteados en la de-
manda sobre los cuales guarda silencio el Estado, siempre que de las pruebas
presentadas se puedan inferir conclusiones consistentes sobre los mismos.4
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Valor probatorio de los recortes de periódicos y de los documentos
no controvertidos

70. En lo que se refiere, particularmente, a los diversos artículos perio-
dísticos aportados por la Comisión, la Corte reitera que, si bien no se con-
sideran prueba documental, son importantes para dos efectos: corroborar
la información brindada en algunos elementos probatorios y acreditar que
los actos a los que se refieren son públicos y notorios.5 Así, la Corte agre-
ga dichos artículos al acervo probatorio como instrumento idóneo para
verificar, junto con los demás medios aportados, la veracidad de los he-
chos del caso.

73. En cuanto a la prueba documental aportada por la Comisión, la
Corte concede valor probatorio a los documentos presentados en la de-
manda y en la audiencia pública, que no fueron controvertidos ni objeta-
dos, ni se puso en duda su autenticidad.

75. Por lo que hace a la declaración del señor Ivcher Bronstein, la Cor-
te estima que por tratarse de la presunta víctima y tener un interés directo
en el presente caso, sus manifestaciones no pueden ser valoradas aislada-
mente, sino dentro del conjunto de las pruebas del proceso. Sin embargo,
se debe considerar que las manifestaciones del señor Ivcher tienen un va-
lor especial, en la medida en que puede proporcionar mayor información
sobre ciertos hechos y presuntas violaciones cometidas en su contra.6 Por
ende, la declaración a la que se hace referencia se incorpora al acervo
probatorio con las consideraciones expresadas.

Hechos probados

76. Del examen de los documentos, las declaraciones de los testigos, el
informe del perito y las manifestaciones de la Comisión Interamericana
en el curso de los procedimientos, la Corte considera probados los si-
guientes hechos:

...al señor Baruch Ivcher Bronstein, de origen israelí, le fue otorgada la
nacionalidad peruana [...renunciando] a su nacionalidad israelí [...L]a le-
gislación peruana vigente en el año de 1997 disponía que, para ser propie-
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tario de empresas concesionarias de canales televisivos en el Perú, se re-
quería gozar de la nacionalidad peruana. [E]n 1986, el señor Ivcher era
propietario mayoritario de las acciones de la compañía, empresa operado-
ra del Canal 2 de la televisión peruana [y] a partir de 1992, el señor Iv-
cher era propietario del 53,95% de las acciones de la compañía, y los her-
manos Winter, lo eran del 46%;... en 1997, el señor Ivcher Bronstein era
director y presidente del directorio de la compañía y se encontraba facul-
tado para tomar decisiones de tipo editorial respecto de la programación
del Canal 2. 

[E]l Canal 2 difundió, en su programa Contrapunto, los siguientes re-
portajes de interés nacional:

i.1 el 6 de abril de 1997, denuncia sobre las supuestas torturas cometidas por
miembros del Servicio de Inteligencia del Ejército en contra de la agente Leonor
La Rosa y acerca del supuesto asesinato de la agente Mariela Barreto Riofano;

i.2 el 13 de abril de 1997, denuncia sobre los supuestos ingresos millona-
rios percibidos por el señor Vladimiro Montesinos Torres, asesor del Servicio
de Inteligencia del Perú;

[C]omo consecuencia de los reportajes difundidos en el programa Con-
trapunto, el señor Ivcher fue objeto de acciones intimidatorias, entre las
que se cuentan: visita de miembros de la Dirección Nacional de Policía
Fiscal y de otras personas a las oficinas del Canal 2 para sugerirle que
cambiara la línea informativa; vuelos de supuestos helicópteros del Ejér-
cito sobre las instalaciones de su fábrica Productos Paraíso del Perú; y
apertura de un proceso de la Dirección Nacional de Policía Fiscal, contra
su persona... El 23 de mayo de 1997 el Comando Conjunto de las Fuerzas
Armadas emitió el comunicado oficial núm. 002-97-CCFFAA, en el cual
denunciaba al señor Ivcher por llevar a cabo una campaña difamatoria
tendiente a desprestigiar a las Fuerzas Armadas;... el mismo ...el Poder
Ejecutivo del Perú expidió el Decreto Supremo núm. 004-97-IN, que re-
glamentó la Ley de Nacionalidad núm. 26574, y estableció la posibilidad
de cancelar la nacionalidad a los peruanos naturalizados... dicho decreto
supremo fue objeto de dos impugnaciones: una acción de amparo y dos
demandas de acción popular, las cuales fueron declaradas improcedentes.

[L]a semana previa al 13 de julio de 1997 el Canal 2 anunció que ese
día presentaría un reportaje sobre grabaciones ilegales de las conversacio-
nes telefónicas sostenidas por candidatos de la oposición, jueces y perio-
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distas, entre otras personas... El 10 de julio de 1997 el director general de
la Policía Nacional expuso las conclusiones del Informe núm. 003-97-
IN/05010, expedido el mismo día por la Dirección General de Migracio-
nes y Naturalización, según el cual no se había encontrado en los archivos
de esa Dirección el expediente que dio origen al título de nacionalidad del
señor Ivcher, y no había sido demostrado que éste hubiera renunciado a
su nacionalidad israelí y el 11 de julio de 1997 se emitió la “Resolución
Directoral” núm. 117-97-IN-050100000000, firmada por el director gene-
ral de Migraciones y Naturalización, que dejó sin efecto legal el título de
nacionalidad peruana de 7 de diciembre de 1984, expedido a favor del se-
ñor Ivcher Bronstein. Dicha resolución fue publicada el 13 de los mismos
mes y año en el Diario Oficial “El Peruano”; dicha Dirección General
...no se comunicó con el señor Ivcher, antes de la emisión de la “resolu-
ción directoral” que dejó sin efecto legal su título de nacionalidad, con el
fin de que presentase sus puntos de vista o las pruebas con que contara;

s) se presentaron los siguientes recursos legales relacionados con la adminis-
tración de la compañía:

 s.1) acción de amparo ante el Primer Juzgado Corporativo Transitorio Es-
pecializado en Derecho Público (primera instancia), presentada por los ac-
cionistas minoritarios el 11 de julio de 1997, para que se dejara sin efecto
la compra de las acciones de la Empresa realizada por el señor Ivcher; 
s.2) escrito de “variación” de dicha acción de amparo por los accionistas
minoritarios el 14 de julio de 1997, y presentación, el mismo día, de una
demanda de amparo contra el señor Ivcher, el Ministerio del Interior y el
Ministerio de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción, con
el objeto de que se dispusiera la protección de los derechos de propiedad de
la compañía correspondientes a los accionistas mencionados. El 5 de sep-
tiembre de 1997 el juzgado de primera instancia declaró fundada la deman-
da de amparo.
s.3) solicitud de medida cautelar ante el Primer Juzgado Corporativo Tran-
sitorio Especializado en Derecho Público (primera instancia) presentada
por los accionistas minoritarios el 14 de julio de 1997 para que se suspen-
diera al señor Ivcher en el ejercicio de sus derechos como accionista mayo-
ritario de la compañía, se suspendiera su nombramiento como director y
presidente de la misma, se convocara judicialmente a una Junta General
Extraordinaria de Accionistas para elegir un nuevo directorio y se prohibie-
ra la transferencia de las acciones de aquél. El 1 de agosto de 1997 dicha
medida fue otorgada por el juez Percy Escobar, quien además revocó el
nombramiento del señor Ivcher como director y concedió a los actores la
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administración provisional de la Empresa, hasta que se nombrara nuevo di-
rectorio;
s.4) solicitud de nulidad de todo lo actuado en el procedimiento cautelar,
presentada ante la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho
Público (segunda instancia) por la señora Ivcher, el 28 de agosto de 1997.
El 12 de septiembre de 1997 dicha Sala declaró improcedente el “apersona-
miento” e infundada la nulidad.

[C]ontra de la “Resolución Directoral”... que dejó sin efecto el título de
nacionalidad del señor Ivcher: se presentaron dos recursos: una acción de
amparo declarada infundada y una solicitud de medidas cautelares que fue
declarada improcedente... el 19 de septiembre de 1997 los hermanos Winter
asumieron el control del Canal 2; prohibiendo el ingreso a éste de periodistas
que laboraban en el programa Contrapunto y se cambió la línea informativa
de dicho programa.

[L]a esposa del señor Ivcher, inició varios procesos civiles con el fin
de obtener reconocimiento de sus derechos como copropietaria de las ac-
ciones de su esposo en la compañía. Estos procesos resultaron infructuo-
sos. [...E]l señor Ivcher Bronstein, su familia, abogados, funcionarios y
clientes de sus empresas fueron objeto de denuncias penales y de otros
actos intimidatorios.

[E]l 7 de noviembre de 2000 el Estado declaró nula la “resolución di-
rectoral” que dejó sin efecto legal el título de nacionalidad del señor Iv-
cher; [y] el 15 de noviembre de 2000 el Perú aceptó cumplir con las re-
comendaciones formuladas en el Informe núm. 94/98 de la Comisión
Interamericana.

Consideraciones previas sobre el fondo, inactividad procesal

78. Como se ha dicho anteriormente... el Estado no emprendió defensa
alguna ni compareció en las instancias para las que fue citado...

79. El artículo 27 del Reglamento de la Corte establece que

1. [c]uando una parte no compareciere o se abstuviere de actuar, la Corte, de
oficio, impulsará el proceso hasta su finalización. 

2. [c]uando una parte se apersone tardíamente tomará el procedimiento en
el estado en que se encuentre.
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80. Este Tribunal observa que la comparecencia de las partes al proce-
so es una carga procesal y no un deber jurídico, en razón de que la inacti-
vidad de aquéllas en el juicio no genera una sanción contra el omiso, en
sentido estricto, ni afecta el desarrollo del proceso, sino produce, even-
tualmente, un perjuicio a quien decide no ejercer su derecho de defensa
en forma completa ni llevar a cabo las actuaciones procesales convenien-
tes para su interés, de conformidad con la máxima audi alteram partem.7

81. En relación con los argumentos presentados por la Comisión, baste
señalar que la Corte ha impulsado ex officio el proceso hasta su conclu-
sión, y ha valorado el acervo probatorio y los argumentos ofrecidos du-
rante el proceso, con base en los cuales este Tribunal ejerce sus funciones
jurisdiccionales y emite una decisión.8

82. Según se ha reconocido en la jurisprudencia internacional, la au-
sencia de una parte en cualquier etapa del caso no afecta la validez de la
sentencia,9 por lo cual, de conformidad con el artículo 68.1 de la Conven-
ción, está vigente la obligación del Perú de cumplir la decisión de este
Tribunal en el presente caso.10

Derecho a la nacionalidad

85. El artículo 20 de la Convención Americana dispone que:

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territo-

rio nació, si no tiene derecho a otra.
3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a

cambiarla.
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86. El derecho a la nacionalidad está reconocido por el derecho inter-
nacional. Este Tribunal considera que se trata de un derecho de la persona
humana y ha manifestado que 

[l]a nacionalidad ...debe ser considerada como un estado natural del ser huma-
no. Tal estado es no sólo el fundamento mismo de su capacidad política sino
también de parte de su capacidad civil.11

87. Sobre el artículo 20 de la Convención, la Corte ha establecido que
éste abarca un doble aspecto:

[e]l derecho a tener una nacionalidad significa dotar al individuo de un míni-
mo de amparo jurídico en las relaciones internacionales, al establecer a través
de su nacionalidad su vinculación con un Estado determinado; y el de prote-
gerlo contra la privación de su nacionalidad en forma arbitraria, porque de ese
modo se le estaría privando de la totalidad de sus derechos políticos y de
aquellos derechos civiles que se sustentan en la nacionalidad del individuo.12

88. No obstante que tradicionalmente se ha aceptado que la determina-
ción y regulación de la nacionalidad son competencia de cada Estado,
como lo ha señalado este Tribunal, la evolución registrada en esta materia
demuestra que el derecho internacional impone ciertos límites a la discre-
cionalidad de éstos y que en la reglamentación de la nacionalidad no sólo
concurre la competencia de los Estados, sino también las exigencias de la
protección integral de los derechos humanos.13

89. El ordenamiento jurídico interno peruano reconoce el derecho a la
nacionalidad. Así, de conformidad con el artículo 2.21 de la Constitución
peruana, “toda persona tiene derecho ... a su nacionalidad. Nadie puede
ser despojado de ella”. De igual manera, el artículo 53 de dicha Constitu-
ción dispone que “[l]a nacionalidad peruana no se pierde, salvo por re-
nuncia expresa ante autoridad peruana”.
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90. La Corte observa que es un hecho probado que el señor Ivcher fue
ciudadano israelí hasta el año 1984 y que posteriormente a esta fecha ad-
quirió la ciudadanía peruana por naturalización (supra párrafo 76.a). Cabe
apreciar que tanto la Convención Americana como la legislación interna
peruana reconocen el derecho a la nacionalidad sin diferenciar la forma en
que ésta haya sido adquirida, sea por nacimiento, por naturalización o por
algún otro medio consagrado en el derecho del Estado respectivo.

91. Sobre este particular, la Corte ha dicho que

[l]a nacionalidad puede ser considerada como el vínculo jurídico político que
liga a una persona con un Estado determinado por medio del cual se obliga
con él con relaciones de lealtad y fidelidad y se hace acreedor a su protección
diplomática. Con distintas modalidades, la mayoría de los Estados han esta-
blecido la posibilidad de que personas que no tenían originalmente su nacio-
nalidad puedan adquirirla posteriormente, en general, mediante una declara-
ción de voluntad manifestada previo cumplimiento de ciertas condiciones. La
nacionalidad, en estos casos, no depende ya del hecho fortuito de haber nacido
en un territorio determinado o de nacer de unos progenitores que la tenían,
sino de un hecho voluntario que persigue vincular a quien lo exprese con una
determinada sociedad política, su cultura, su manera de vivir y su sistema de
valores.14

92. La Corte Internacional de Justicia también se ha referido a este
asunto:

Pedir y obtener [la naturalización] no es un acto corriente en la vida de un
hombre. Entraña para él ruptura de un vínculo de fidelidad y establecimiento
de otro vínculo de fidelidad. Lleva consigo consecuencias lejanas y un cambio
profundo en el destino del que la obtiene.15

93. En el presente caso está probado que el señor Ivcher Bronstein ad-
quirió el título de nacionalidad peruana el 7 de diciembre de 1984, luego
de haber renunciado a la nacionalidad israelí (supra párrafo 76.b y c).
Este acto vinculó tanto al señor Ivcher como a su familia con la sociedad
política, la cultura, la manera de vivir y el sistema de valores peruanos. 
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94. Ha sido probado también que el 11 de julio de 1997 la “Resolución
Directoral” núm. 117-97-IN-050100000000, firmada por el director gene-
ral de Migraciones y Naturalización, dejó sin efecto legal dicho título de
nacionalidad, manifestando que se había “incurrido en omisiones sustan-
ciales que lo invalida[ba]n [ipso jure], en razón de no estar acreditada la
renuncia oportuna y previa de su nacionalidad ante las autoridades com-
petentes del Perú, ni demostrado instrumentalmente haberlo hecho asi-
mismo a las de su país de origen”.16

95. De lo anterior se desprende que el señor Ivcher no renunció expre-
samente a su nacionalidad, único modo de perder ésta conforme a la
Constitución peruana, sino que fue privado de ella cuando se dejó sin
efecto su título de nacionalidad, sin el cual no podía ejercer sus derechos
como nacional peruano. Por otra parte, el procedimiento utilizado para la
anulación del título de nacionalidad no cumplió lo establecido en la legis-
lación interna, ya que, de conformidad con el artículo 110 de la Ley Pe-
ruana de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, el otor-
gamiento del título de nacionalidad sólo podía ser anulado dentro de los
seis meses siguientes a su adquisición (infra párrafo 109). Al haberse de-
jado sin efecto dicho título en julio de 1997, 13 años después de su otor-
gamiento, el Estado incumplió las disposiciones establecidas en su dere-
cho interno y privó arbitrariamente al señor Ivcher de su nacionalidad,
con violación del artículo 20.3 de la Convención.

96. Además, la autoridad que dejó sin efecto legal el título de naciona-
lidad del señor Ivcher resultó ser incompetente. En efecto, como quedó
establecido (supra párrafo 76.a), el señor Ivcher Bronstein adquirió la na-
cionalidad peruana a través de una “‘resolución suprema’ del presidente”
y su título de nacionalidad fue firmado por el Ministro de Relaciones Ex-
teriores; sin embargo, perdió su nacionalidad como resultado de una “‘re-
solución directoral’ de la Dirección General de Migraciones y Naturaliza-
ción”, indudablemente de menor jerarquía que la que le otorgó el derecho
correspondiente (supra párrafo 76), y que por eso mismo no podía privar
de efectos al acto del superior. Esto demuestra nuevamente el carácter ar-
bitrario del retiro de la nacionalidad del señor Ivcher, en contravención
del artículo 20.3 de la Convención Americana. 
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97. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el dere-
cho a la nacionalidad consagrado en el artículo 20.1 y 20.3 de la Conven-
ción Americana, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

Garantías judiciales: proceso administrativo y proceso judicial

100. El artículo 8o. de la Convención Americana establece, en sus nu-
merales 1 y 2, que:

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación
de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier
otro carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garan-
tías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o in-
térprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la
preparación de su defensa;
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por
un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su
defensor;
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por
el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no
se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo estable-
cido por la ley;
f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal
y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas
que puedan arrojar luz sobre los hechos;
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse cul-
pable, y
h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.
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A. Proceso administrativo

101. Como se ha demostrado, la Dirección General de Migraciones y
Naturalización, entidad de carácter administrativo, fue la autoridad que
dictó la “resolución directoral” que dejó sin efecto el título de nacionalidad
del señor Ivcher Bronstein. Por esta razón, el Tribunal estima pertinente
considerar la aplicación del artículo 8 de la Convención Americana a los
hechos del presente caso en el contexto del proceso administrativo.

102. Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Ga-
rantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en
sentido estricto, “sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las
instancias procesales”17 a efecto de que las personas puedan defenderse
adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado que pueda afectar
sus derechos.18

103. La Corte ha establecido que, a pesar de que el citado artículo no
especifica garantías mínimas en materias que conciernen a la determina-
ción de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de
cualquier otro carácter, las garantías mínimas establecidas en el numeral
2 del mismo precepto se aplican también a esos órdenes y, por ende, en
éstos el individuo tiene derecho al debido proceso en los términos recono-
cidos para la materia penal, en cuanto sea aplicable al procedimiento res-
pectivo.19

104. Atendiendo a lo anterior, la Corte estima que tanto los órganos ju-
risdiccionales como los de otro carácter que ejerzan funciones de natura-
leza materialmente jurisdiccional, tienen el deber de adoptar decisiones
justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso esta-
blecidas en el artículo 8 de la Convención Americana.20

105. En este sentido, pese a que el artículo 8.1 de la Convención alude
al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente”
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para la “determinación de sus derechos”, dicho artículo es igualmente
aplicable a las situaciones en que alguna autoridad pública, no judicial,
dicte resoluciones que afecten la determinación de tales derechos.21

106. En el caso concreto, existen suficientes elementos para afirmar
que durante las actuaciones administrativas que se realizaron para elabo-
rar el Informe núm. 003-97-IN/05010 (supra párrafo 76.p), la Dirección
General de Migraciones y Naturalización no informó al señor Ivcher que
su expediente de nacionalización no se hallaba en los archivos de la insti-
tución, ni le requirió que presentara copias con el fin de reconstruirlo; no
le comunicó los cargos de que se le acusaba, esto es, haber adulterado di-
cho expediente e incumplido el requisito de renuncia a su nacionalidad is-
raelí, y, por último, tampoco le permitió presentar testigos que acredita-
ran su posición.

107. No obstante lo anterior, dicha Dirección emitió la “resolución di-
rectoral” que dejó sin efecto legal el título de nacionalidad del señor Iv-
cher. De tal forma culminó un proceso que, como se ha señalado, se llevó
a cabo con la presencia exclusiva de las autoridades públicas, en especial
de la Dirección General de Migraciones y Naturalización, y durante el
cual se impidió al señor Ivcher intervenir con pleno conocimiento, en to-
das las etapas, a pesar de ser la persona cuyos derechos estaban siendo
determinados.

108. La Corte destaca además que el señor Ivcher Bronstein adquirió
la nacionalidad peruana a través de una “resolución suprema”, y su título
de nacionalidad fue firmado por el Ministro de Relaciones Exteriores; sin
embargo, como se ha expresado en el capítulo anterior (supra párrafo
76.q), el señor Ivcher perdió su nacionalidad como resultado de una “re-
solución directoral”, indudablemente de menor jerarquía que la que le
otorgó el derecho correspondiente. 

109. Por último, la autoridad que dejó sin efecto el título de nacionali-
dad del señor Ivcher era incompetente. Esta incompetencia no sólo deriva
de su caracter subordinado con respecto a la autoridad que emitió el títu-
lo, sino de la propia letra de la legislación peruana. Así, el artículo 110
del Texto Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de Procedi-
mientos Administrativos dispone:
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La nulidad... deberá ser declarada por el funcionario jerárquicamente superior
al que expidió la resolución que se anula. Si se tratara de resolución suprema,
la nulidad se declarará también por resolución suprema.

110. Las consideraciones antes expuestas son suficientes, a criterio de
la Corte, para declarar que el proceso desarrollado por la Dirección Gene-
ral de Migraciones y Naturalización no reunió las condiciones del debido
proceso que exige el artículo 8.1 y 8.2 de la Convención.

B. Proceso judicial

111. Para la defensa de sus derechos, el señor Ivcher interpuso varios re-
cursos ante los tribunales judiciales del Perú. En relación con este punto, la
Corte procederá a considerar la aplicación del artículo 8o. de la Convención
Americana a los hechos del presente caso en el contexto del proceso judicial.

112. Constituye un principio básico relativo a la independencia de la
judicatura que toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales or-
dinarios con arreglo a procedimientos legalmente establecidos.22

 Dichos tribunales deben ser competentes, independientes e imparcia-
les, de acuerdo con el artículo 8.1 de la Convención Americana.23

113. En el caso que nos ocupa, ha sido establecido que: a) pocas sema-
nas antes de que se emitiera la “resolución directoral” que dejó sin efecto
legal el título de nacionalidad del señor Ivcher, la Comisión Ejecutiva del
Poder Judicial alteró la composición de la Sala Constitucional y Social
de la Corte Suprema de Justicia (supra párrafo 76.n.1); b) el 23 de junio de
1997 la Comisión mencionada aprobó una norma otorgando a dicha Sala
la facultad de crear en forma “[t]ransitoria” Salas Superiores y Juzgados
Especializados en Derecho Público, así como la de “designar y/o ratifi-
car” a sus integrantes, lo cual efectivamente ocurrió dos días después (su-
pra párrafo 76.n. 2 y 3); c) se creó el Primer Juzgado Corporativo Transi-
torio Especializado en Derecho Público y se designó como juez del
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mismo al señor Percy Escobar, previamente secretario de juzgado y juez
penal (supra párrafo 76.n.3); y d) el juez Escobar conoció varios de los
recursos presentados por el señor Ivcher en defensa de sus derechos como
accionista de la compañía, así como los presentados por los hermanos
Winter (supra párrafo 76.s.3 y 76.t).

114. La Corte considera que el Estado, al crear Salas y Juzgados Tran-
sitorios Especializados en derecho público y designar jueces que integra-
ran los mismos, en el momento en que ocurrían los hechos del caso sub
judice, no garantizó al señor Ivcher Bronstein el derecho a ser oído por
jueces o tribunales establecidos “con anterioridad por la ley”, consagrado
en el artículo 8.1 de la Convención Americana. 

115. Todo lo anterior lleva a esta Corte a señalar que esos juzgadores
no alcanzaron los estándares de competencia, imparcialidad e independencia
requeridos por el artículo 8.1 de la Convención.

116. En consecuencia, la Corte concluye que el Estado violó el dere-
cho a las garantías judiciales consagrado en el artículo 8.1 y 8.2 de la
Convención Americana, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

Derecho a la propiedad privada

119. El artículo 21 de la Convención Americana establece que:

1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede su-
bordinar tal uso y goce al interés social. 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el
pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés so-
cial y en los casos y según las formas establecidas por la ley.

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por
el hombre, deben ser prohibidas por la ley.

120. El artículo 21 de la Convención Americana reconoce el derecho a
la propiedad privada. A este respecto establece: a) que “[t]oda persona
tiene derecho al uso y goce de sus bienes”; b) que tales uso y goce se pue-
den subordinar, por mandato de una ley, al “interés social”; c) que se
puede privar a una persona de sus bienes por razones de “utilidad pública
o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la
ley”; y d) que dicha privación se hará mediante el pago de una justa in-
demnización.
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121. Corresponde a la Corte valorar, entonces, si el Estado privó al se-
ñor Ivcher de sus bienes e interfirió de alguna manera su derecho legítimo
al “uso y goce” de aquéllos.

122. Los “bienes” pueden ser definidos como aquellas cosas materiales
apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del patrimo-
nio de una persona; dicho concepto comprende todos los muebles e in-
muebles, los elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto
inmaterial susceptible de valor.

123. Del testimonio del señor Ivcher se desprende que en 1985 tenía
participación en las acciones de la Empresa y que en 1986 aquélla alcan-
zaba el 49,53% del capital. En 1992 su participación ascendió al 53,95%,
siendo así accionista mayoritario de la compañía. Es evidente que esta
participación en el capital accionario era susceptible de valoración y for-
maba parte del patrimonio de su titular desde el momento de su adquisi-
ción; como tal, esa participación constituía un bien sobre el cual el señor
Ivcher tenía derecho de uso y goce. 

124. Para precisar si el señor Ivcher fue privado de sus bienes, la Corte
no debe limitarse a examinar únicamente si se produjo una desposesión o
una expropiación formal, sino que debe además comprobar, más allá de la
apariencia, cuál fue la situación real detrás de la situación denunciada.24

125. Se ha probado que en julio de 1997 el título de nacionalidad del
señor Ivcher fue declarado sin efecto legal. Con base en este acto y con-
forme a la legislación que requería la nacionalidad peruana para ser pro-
pietario de un medio de telecomunicación, en agosto del mismo año el
juez Percy Escobar: a) dispuso una medida cautelar que suspendió el ejer-
cicio de los derechos del señor Ivcher como accionista mayoritario y pre-
sidente de la empresa, y revocó su nombramiento como director de la
misma; b) ordenó convocar judicialmente a una Junta General Extraordi-
naria de Accionistas de la compañía para elegir un nuevo directorio e im-
pedir la transferencia de las acciones del señor Ivcher, y c) otorgó la ad-
ministración provisional de la compañía a los accionistas minoritarios
hasta que se nombrara nuevo directorio...

126. Las consecuencias de la medida cautelar dispuesta fueron inme-
diatas y evidentes: se impidió al señor Ivcher Bronstein a actuar como di-
rector y presidente de la compañía, por lo que no pudo continuar dirigiendo
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la línea informativa del Canal 2; e igualmente quedó privado de la posibi-
lidad de participar en las reuniones de la Junta Directiva, en las que los
accionistas minoritarios tomaron decisiones importantes, tales como la
remoción de los miembros del directorio, entre los que figuraba el señor
Ivcher, el nombramiento de nuevos miembros e, inclusive, un aumento
del capital de la compañía; finalmente, no pudo transferir sus acciones,
recibir dividendos derivados de éstas y ejercer otros derechos que pudie-
ran corresponderle como accionista de la compañía.

127. La Corte Internacional de Justicia ha diferenciado los derechos de
los accionistas de una empresa de los de la empresa misma, señalando
que las leyes internas otorgan a los accionistas determinados derechos di-
rectos, como los de recibir los dividendos acordados, asistir y votar en las
juntas generales y recibir parte de los activos de la compañía en el mo-
mento de su liquidación, entre otros.25 Este Tribunal observa que la medi-
da cautelar mencionada obstruyó el uso y goce de esos derechos por parte
del señor Ivcher Bronstein; además, cuando la esposa de éste trató de
hacer valer los mismos como copropietaria de las acciones de su esposo,
resultaron infructuosos los procesos que intentó al efecto. Consecuente-
mente, la Corte concluye que el señor Ivcher fue privado de sus bienes,
en contravención de lo establecido en el artículo 21.2 de la Conven-
ción.

128. Corresponde ahora al Tribunal determinar si la mencionada
privación fue conforme a la Convención Americana. Para que la priva-
ción de los bienes de una persona sea compatible con el derecho a la
propiedad consagrado en la Convención, debe fundarse en razones de
utilidad pública o de interés social, sujetarse al pago de una justa in-
demnización, limitarse a los casos y practicarse según las formas esta-
blecidas por la ley.

129. En el caso que se examina, no existen prueba ni argumento algunos
que acrediten que la medida cautelar ordenada por el juez Percy Escobar
tuviera su fundamento en una razón de utilidad pública o interés social;
por el contrario, los hechos probados en este caso concurren a demostrar
la determinación del Estado de privar al señor Ivcher del control del Ca-
nal 2, mediante la suspensión de sus derechos como accionista de la com-
pañía propietaria del mismo. 
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130. Tampoco hay alguna indicación de que se hubiese indemnizado al
señor Ivcher por la privación del goce y uso de sus bienes, ni que la medi-
da que lo afectó se hubiera adoptado conforme a la ley. Por otra parte,
cabe recordar que la Corte concluyó, en esta misma Sentencia, que los
procesos relativos a la limitación de los derechos del señor Ivcher con
respecto a la compañía, entre los que figura el proceso mediante el cual el
juez Percy Escobar ordenó la medida cautelar, no satisficieron los requi-
sitos mínimos del debido proceso legal (supra párrafo 115). La Corte
observa al respecto que cuando un proceso se ha realizado en contra-
vención de la ley, también deben considerarse ilegales las consecuen-
cias jurídicas que se pretenda derivar de aquél. Por consiguiente, no
fue adecuada la privación del uso y goce de los derechos del señor Ivcher
sobre sus acciones en la compañía, y este Tribunal la considera arbitra-
ria, en virtud de que no se ajusta a lo establecido en el artículo 21 de la
Convención. 

131. Como consecuencia de lo expresado, la Corte concluye que el
Estado violó el derecho a la propiedad privada establecido en el artículo
21.1 y 21.2 de la Convención Americana, en perjuicio de Baruch Ivcher
Bronstein.

Protección judicial

134. El artículo 25 de la Convención Americana determina, en su nu-
meral 1, que:

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare con-
tra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitu-
ción, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

135. Esta Corte ha reiterado que el derecho de toda persona a un recur-
so sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o
tribunales competentes que la ampare contra actos que violen sus dere-
chos fundamentales 

constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana,
sino del propio Estado de derecho en una sociedad democrática en el sentido
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de la Convención... El artículo 25 se encuentra íntimamente ligado con la obli-
gación general del artículo 1.1 de la Convención Americana, al atribuir fun-
ciones de protección al derecho interno de los Estados parte.26

136. Además, la Corte ha señalado que

la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos re-
conocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el
Estado parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe
subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por
la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se re-
quiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una vio-
lación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No
pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones ge-
nerales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso, re-
sulten ilusorios.27

137. Los recursos son ilusorios cuando se demuestra su inutilidad en la
práctica, el Poder Judicial carece de la independencia necesaria para deci-
dir con imparcialidad o faltan los medios para ejecutar las decisiones que
se dictan en ellos. A esto puede agregarse la denegación de justicia, el re-
tardo injustificado en la decisión y el impedimento del acceso del presun-
to lesionado al recurso judicial.28

138. El Tribunal considera probado que el señor Ivcher Bronstein in-
terpuso una serie de recursos ante los tribunales internos con el fin, prin-
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82 y 83.
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Judiciales en Estados de Emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o. Convención Americana
sobre Derechos Humanos), supra nota 17, párrafo 23.

28 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (artículos 27.2, 25 y 8o.
Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 17, párrafo 24.



cipalmente, de defender los derechos que le correspondían como ciudada-
no peruano y como accionista de la compañía.

139. Los tribunales internos que resolvieron los recursos judiciales
presentados por el señor Ivcher no satisficieron los requisitos mínimos de
independencia e imparcialidad establecidos en el artículo 8.1 de la Con-
vención como elementos esenciales del debido proceso legal, lo que hu-
biera permitido la obtención de una decisión adecuada a derecho. En tal
virtud, dichos recursos no fueron efectivos (supra párrafo 115).

140. Por otra parte, las circunstancias generales de este caso indican que
los recursos judiciales interpuestos por el señor Ivcher para defender sus
derechos accionarios no fueron sencillos y rápidos; por el contrario, tal
como manifestó el testigo Emilio Rodríguez Larraín en la audiencia pública,
“sólo fueron resueltos al cabo de mucho tiempo”, lo que contrasta con el trá-
mite que recibieron las acciones interpuestas por los accionistas minoritarios
de la compañía, que fueron resueltas con diligencia. 

141. Por último, las denuncias civiles y penales de que fueron objeto
tanto el señor Ivcher como su familia, funcionarios de sus empresas y
abogados, como consecuencia de las cuales se restringió la libertad de al-
gunos y se desalentó la permanencia en el país de otros, reflejan un cua-
dro de persecución y denegación de justicia.

142. Por todo lo establecido, el Tribunal concluye que el Estado violó
el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25.1 de la
Convención, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

Libertad de pensamiento y de expresión

145. El artículo 13 de la Convención Americana dispone, en sus nume-
rales 1o., 2o. y 3o., que:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.
Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones
e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por
escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de
su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:
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a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la
moral públicas.
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indi-

rectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para
periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la
difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impe-
dir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

146. En cuanto al contenido del derecho a la libertad de pensamiento y
de expresión, quienes están bajo la protección de la Convención tienen no
sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino tam-
bién el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e
ideas de toda índole. Es por ello que la libertad de expresión tiene una di-
mensión individual y una dimensión social, a saber:

ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impe-
dido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho
de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a
recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.29

Estas dos dimensiones deben garantizarse en forma simultánea.

147. Sobre la primera dimensión del derecho consagrado en el artículo
mencionado, la individual, la libertad de expresión no se agota en el reco-
nocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende
además, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropia-
do para difundir la información y hacerla llegar al mayor número de des-
tinatarios. En este sentido, la expresión y la difusión del pensamiento y de
la información son indivisibles, de modo que una restricción de las posi-
bilidades de divulgación representa directamente, y en la misma medida,
un límite al derecho de expresarse libremente.30

148. Con respecto a la segunda dimensión del derecho consagrado en
el artículo 13 de la Convención, la social, es menester señalar que la li-
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bertad de expresión es un medio para el intercambio de ideas e informa-
ciones entre las personas; comprende su derecho a tratar de comunicar a
otras sus puntos de vista, pero implica también el derecho de todas a co-
nocer opiniones, relatos y noticias. Para el ciudadano común tiene tanta
importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la información de
que disponen otros como el derecho a difundir la propia.31

149. La Corte considera que ambas dimensiones poseen igual impor-
tancia y deben ser garantizadas en forma simultánea para dar efectividad
total al derecho a la libertad de expresión en los términos previstos por el
artículo 13 de la Convención.32 La importancia de este derecho destaca
aún más al analizar el papel que juegan los medios de comunicación en
una sociedad democrática, cuando son verdaderos instrumentos de la li-
bertad de expresión y no vehículos para restringirla, razón por la cual es
indispensable que recojan las más diversas informaciones y opiniones. 

150. Asimismo, es fundamental que los periodistas que laboran en di-
chos medios gocen de la protección y de la independencia necesarias para
realizar sus funciones a cabalidad, ya que son ellos los que mantienen in-
formada a la sociedad, requisito indispensable para que ésta goce de una
plena libertad. 

151. Así lo ha entendido este Tribunal al señalar que

el mismo concepto de orden público reclama que, dentro de una sociedad de-
mocrática, se garanticen las mayores posibilidades de circulación de noticias,
ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte
de la sociedad en su conjunto. La libertad de expresión se inserta en el orden
público primario y radical de la democracia, que no es concebible sin el deba-
te libre y sin que la disidencia tenga pleno derecho de manifestarse.33

152. La Corte Europea también ha reconocido este criterio, al sostener
que la libertad de expresión constituye uno de los pilares esenciales de
una sociedad democrática y una condición fundamental para su progreso
y para el desarrollo personal de cada individuo. Dicha libertad no sólo
debe garantizarse en lo que respecta a la difusión de información o ideas
que son recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o in-
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diferentes, sino también en lo que toca a las que ofenden, resultan ingra-
tas o perturban al Estado o a cualquier sector de la población.34

153. Lo anteriormente expuesto, advierte la Corte Europea, tiene una
importancia particular cuando se aplica a la prensa. No sólo implica que
compete a los medios de comunicación la tarea de transmitir información
e ideas relativas a asuntos de interés público, sino también que el público
tiene el derecho a recibirlas.35

154. Al evaluar una supuesta restricción o limitación a la libertad de
expresión, el Tribunal no debe sujetarse únicamente al estudio del acto en
cuestión, sino que debe igualmente examinar dicho acto a la luz de los
hechos del caso en su totalidad, incluyendo las circunstancias y el contex-
to en los que éstos se presentaron.36 Tomando esto en consideración, la
Corte analizará si en el contexto del presente caso hubo una violación al
derecho a la libertad de expresión del señor Ivcher Bronstein.

155. La Corte Europea ha puesto énfasis en que el artículo 10.2 de la
Convención Europea, referente a la libertad de expresión, deja un margen
muy reducido a cualquier restricción del debate político o del debate so-
bre cuestiones de interés público.37 Según dicho Tribunal,

...los límites de críticas aceptables son más amplios con respecto al gobierno
que en relación a un ciudadano privado o inclusive a un político. En un siste-
ma democrático las acciones u omisiones del gobierno deben estar sujetas a
exámenes rigurosos, no sólo por las autoridades legislativas y judiciales, sino
también por la opinión pública.38 (traducción no oficial).
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156. En el caso que nos ocupa, se ha establecido que en el año 1997 el
señor Ivcher era el accionista mayoritario de la compañía, empresa opera-
dora del Canal 2 de la televisión peruana; asimismo, era director y presi-
dente del directorio de dicha compañía y se encontraba facultado para to-
mar decisiones editoriales respecto de la programación. En abril de 1997,
el Canal 2 difundió, en su programa Contrapunto, reportajes de interés
nacional, como las denuncias sobre las posibles torturas cometidas por
miembros del Servicio de Inteligencia del Ejército en contra de la agente
Leonor La Rosa, el supuesto asesinato de la agente Mariela Barreto Rio-
fano y los supuestos ingresos millonarios percibidos por el señor Vladi-
miro Montesinos Torres, asesor del Servicio de Inteligencia del Perú.

157. Los testimonios de los señores Luis Carlos Antonio Iberico Nú-
ñez, Baruch Ivcher Bronstein y Fernando Viaña Villa ilustraron la amplia
cobertura que tenía el Canal 2, en 1997, en todo el país. Tanto el señor
Ivcher como los periodistas que laboraban en el programa Contrapunto
tenían el derecho pleno de investigar y difundir, por esa vía, hechos de in-
terés público como los denunciados entre los meses de abril y julio de
1997, en ejercicio del derecho a la libertad de expresión protegido por el
artículo 13 de la Convención.

158. De igual manera se ha demostrado que, como consecuencia de la
línea editorial asumida por el Canal 2, el señor Ivcher fue objeto de accio-
nes intimidatorias de diverso tipo. Por ejemplo, luego de la emisión de
uno de los reportajes mencionados en el párrafo anterior, el Comando
Conjunto de las Fuerzas Armadas emitió un comunicado oficial en el que
denunciaba al señor Ivcher por llevar a cabo una campaña difamatoria
tendiente a desprestigiar a las Fuerzas Armadas (supra párrafo 76.k).
Además, el mismo día en que el Ejército emitió dicho comunicado, el Po-
der Ejecutivo del Perú expidió un decreto supremo que reglamentó la Ley
de Nacionalidad, estableciendo la posibilidad de cancelar ésta a los perua-
nos naturalizados (supra párrafo 76.l).

159. Ha sido probado también que días después de que el Canal 2
anunciara la presentación de un reportaje sobre grabaciones ilegales de
conversaciones telefónicas sostenidas por candidatos de la oposición, el
director General de la Policía Nacional informó que no se había localiza-
do el expediente en el que se tramitó el título de nacionalidad del señor
Ivcher, y que no se había acreditado que éste hubiera renunciado a su na-
cionalidad israelí, razón por la cual, mediante una “resolución directoral”,
se dispuso dejar sin efecto el mencionado título de nacionalidad.
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160. Como consecuencia de lo anterior, el 1 de agosto de 1997 el juez
Percy Escobar ordenó que se suspendiera el ejercicio de los derechos del
señor Ivcher como accionista mayoritario y presidente de la compañía y
se revocara su nombramiento como director de la misma, se convocara
judicialmente a una Junta General Extraordinaria de Accionistas para ele-
gir un nuevo directorio y se prohibiera la transferencia de las acciones de
aquél. Además, otorgó la administración provisional de la Empresa a los
accionistas minoritarios, hasta que se nombrase un nuevo directorio, reti-
rando así al señor Ivcher Bronstein del control del Canal 2.

161. La Corte ha constatado que, después de que los accionistas mino-
ritarios de la compañía asumieron la administración de ésta, se prohibió
el ingreso al Canal 2 de periodistas que laboraban en el programa Contra-
punto y se modificó la línea informativa de dicho programa (supra párra-
fo 76.v).

162. En el contexto de los hechos señalados, esta Corte observa que la
resolución que dejó sin efecto legal el título de nacionalidad del señor
Ivcher constituyó un medio indirecto para restringir su libertad de expre-
sión, así como la de los periodistas que laboraban e investigaban para el
programa Contrapunto del Canal 2 de la televisión peruana.

163. Al separar al señor Ivcher del control del Canal 2, y excluir a los
periodistas del programa Contrapunto, el Estado no sólo restringió el de-
recho de éstos a circular noticias, ideas y opiniones, sino que afectó tam-
bién el derecho de todos los peruanos a recibir información, limitando así
su libertad para ejercer opciones políticas y desarrollarse plenamente en
una sociedad democrática.

164. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el de-
recho a la libertad de expresión consagrado en el artículo 13.1 y 13.3 de
la Convención, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

Obligación de respetar los derechos

167. El artículo 1.1 de la Convención establece que

los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por moti-
vos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier
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otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social. 

168. Ya este Tribunal ha establecido, con fundamento en el artículo 1.1
de la Convención Americana, que el Estado está obligado a respetar los
derechos y libertades reconocidos en ella39 y a organizar el poder público
para garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y pleno ejerci-
cio de los derechos humanos.40 Según las normas del derecho de la res-
ponsabilidad internacional del Estado aplicables en el derecho internacio-
nal de los derechos humanos, la acción u omisión de cualquier autoridad
pública, independientemente de su jerarquía, constituye un hecho imputa-
ble al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previs-
tos por la misma Convención Americana.41

169. La Corte advierte que, de acuerdo con lo establecido en la pre-
sente Sentencia, el Estado violó los artículos 20, 8, 21, 25 y 13 de la Con-
vención Americana en perjuicio del señor Ivcher Bronstein, por lo que ha
incumplido con su deber general de respetar los derechos y libertades re-
conocidos en aquélla y de garantizar su libre y pleno ejercicio, como lo
establece el artículo 1.1 de la Convención.

170. Por lo tanto, la Corte concluye que el Estado ha incumplido la
obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana.

Deber de reparar 

175. El artículo 63.1 de la Convención Americana establece que

c[u]ando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en
esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce
de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera pro-
cedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemniza-
ción a la parte lesionada. 
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176. En el presente caso, la Corte ya estableció que el Perú violó los
artículos 20.1, 20.3, 8.1, 8.2, 21.1, 21.2, 25.1, 13.1 y 13.3 de la Conven-
ción Americana.

177. Este Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia constante que es
un principio de derecho internacional que toda violación de una obliga-
ción internacional que haya producido un daño comporta el deber de re-
pararlo adecuadamente.42

178. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obli-
gación internacional requiere la plena restitución (restitutio in integrum),
que consiste en el restablecimiento de la situación anterior, y la repara-
ción de las consecuencias que la infracción produjo, así como el pago de
una indemnización como compensación por los daños ocasionados.43

179. Como consecuencia de las violaciones señaladas de los derechos
consagrados en la Convención en el presente caso, la Corte debe disponer
que se garantice al lesionado en el goce de sus derechos o libertades con-
culcados. La Corte observa que el Estado, mediante “Resolución Supre-
ma” núm. 254-2000-JUS, de 15 de noviembre de 2000, aceptó las reco-
mendaciones formuladas en el Informe núm. 94/98 de la Comisión, de 9
de diciembre de 1998 (supra párrafo 76.aa) y que, mediante “Resolución
Ministerial” núm. 1432-2000-IN de 7 de noviembre de 2000, declaró nula
y sin efecto legal la “resolución directoral” que había dejado sin efecto el
título de nacionalidad del señor Ivcher (supra párrafo 76.z).

180. Consecuentemente, el Tribunal considera que la solicitud de la
Comisión en lo que se refiere a la devolución del título de nacionalidad
del señor Ivcher ya ha sido atendida por el Estado, por lo que dicha solici-
tud carece de materia en la actualidad.

181. En lo que se refiere a la violación del artículo 21 de la Conven-
ción, la Corte estima que el Estado debe facilitar las condiciones para que
el señor Ivcher Bronstein, a quien se ha restituido la nacionalidad perua-
na, pueda realizar las gestiones necesarias para recuperar el uso y goce de
sus derechos como accionista mayoritario de la compañía Latinoamerica-
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43 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional, supra nota 3, párrafo 119.



na de Radiodifusión S.A., como lo era hasta el 1o. de agosto de 1997, en
los términos de la legislación interna (supra párrafo 76.s.3). En cuanto al
resarcimiento relativo a los dividendos y las demás percepciones que
hubieran correspondido al señor Ivcher como accionista mayoritario y
funcionario de dicha compañía, deberá igualmente aplicarse el derecho
interno. Para todo ello, las peticiones respectivas deben someterse a las auto-
ridades nacionales competentes.

182. En lo que concierne al artículo 13 de la Convención, la Corte con-
sidera que el Estado debe garantizar al señor Ivcher el derecho a buscar,
investigar y difundir información e ideas a través del Canal 2-Frecuencia
Latina de la televisión peruana.

183. La Corte, de conformidad con una amplia jurisprudencia interna-
cional, considera que la obtención de una sentencia que ampare las pre-
tensiones de las víctimas es por sí misma una forma de satisfacción.44 Sin
embargo, también estima que, tomando en cuenta particularmente los actos
de persecución sufridos por la víctima (supra párrafo 76.y), es pertinente
conceder una indemnización adicional por concepto de daño moral.45 Ésta
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Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia
de 22 de enero de 1999. Serie C, núm. 48, párrafo 55; Caso Suárez Rosero. Reparaciones,
supra nota 42, párrafo 72; Caso Castillo Páez. Reparaciones (artículo 63.1 Convención
Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C,
núm. 43, párrafo 84; Caso Neira Alegría y Otros. Reparaciones (artículo 63.1
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 19 de septiembre de
1996. Serie C, núm. 29, párrafo 56; y Caso El Amparo. Reparaciones (artículo 63.1
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 14 de septiembre de
1996. Serie C, núm. 28, párrafo 62.

45 Cfr. Caso Blake. Reparaciones, supra nota 44, párrafo 55; Caso Castillo Páez.
Reparaciones, supra nota 44, párrafo 84; y Caso El Amparo. Reparaciones, supra nota 44,
párrafo 35; y Cfr. , inter alia, Cour eur. D. H. arrêt Kruslin 24 du avril 1990, Serie A, núm.
176-A, p. 25, párrafo 39; Cour eur. D. H., arrêt McCallun du 30 aout 1990, Serie A,
núm. 183, p. 17, párrafo 37; Cour eur. D. H., arrêt Wassink du 27 septembre 1990, Serie
A, núm. 185-A, p. 15, párrafo 41; Cour eur. D. H., arrêt Koendjbiharie du 25 octobre
1990, Serie A núm. 185-B, p. 42, párrafo 34; Cour eur. D. H., arrêt Darby du 23 octobre
1990, Serie A, núm. 187, p. 14, párrafo 40; Cour eur. D. H., arrêt Lala c. Pays-Bas du 22
Septembre 1994, Serie A, núm. 297-A, p. 15, párrafo 38; Cour eur. D. H., arrêt
Pelladoah c. Pays-Bas du 22 septembre 1994, Serie A, núm. 297-B, p. 26, párrafo 44;
Cour eur. D. H., arrêt Kroon et autres c. Pays-Bas du 27 octobre 1994, Serie A, núm.
297-C, p. 59, párrafo 45; Cour eur. D.H., arrêt Boner c. Royaume-Uni du 28 octobre
1994, Serie A, núm. 300-B, p. 76, párrafo 46; y Cour eur. D. H. arrêt Ruiz Torija c.
Espagne du 9 décembre 1994, Serie A, núm. 303-A, p. 13, párrafo 33.



debe ser fijada conforme a la equidad y basándose en una apreciación
prudente, dado que no es susceptible de tasación precisa.46

184. Con base en las consideraciones anteriormente expuestas, la
Corte estima equitativo conceder a la víctima una indemnización de
US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) por
concepto de daño moral.

185. En relación con la solicitud de la Comisión de ordenar al Perú
adoptar las medidas legislativas y administrativas que fueran necesarias
con el fin de evitar que se repitan hechos de la misma naturaleza en el fu-
turo, es público y notorio que el Estado ya ha tomado providencias con
este propósito..., por lo que la Corte estima que no cabe pronunciarse al
respecto.

Deber de investigar y combatir la impunidad

186. La Corte estima que sobre los Estados parte recae la obligación de
prevenir, investigar, identificar y sancionar a los autores intelectuales y
encubridores de violaciones de los derechos humanos.47 Con base en esta
obligación, el Estado tiene el deber de evitar y combatir la impunidad,
que ha sido definida como “la falta en su conjunto de investigación, per-
secución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las
violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana”.48

187. Por consiguiente, el Perú debe investigar los hechos que genera-
ron las violaciones establecidas en la presente Sentencia para identificar y
sancionar a los responsables de las mismas.
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Amparo, Reparaciones, supra nota 44, párrafo 50; e, inter alia, Eur Court H.R.,
Kenmache vs. France (Article 50) judgment of 2 Novembre 1993, Series A, núm. 270-B,
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47 Cfr. Tribunal Constitucional, supra nota 3, párrafo 123; y Caso Blake. Reparaciones,
supra nota 44, párrafo 65.

48 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional, supra nota 3, párrafo 123.



Gastos y costas

188. En lo que respecta a los gastos y costas en el presente caso, la
Corte considera oportuno recordar que corresponde a este Tribunal como
se ha manifestado en otras oportunidades,49 apreciar prudentemente el
alcance específico de las costas, tomando en cuenta no sólo la comproba-
ción de éstas y las circunstancias del caso concreto, sino también la na-
turaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos
humanos y las características del respectivo procedimiento, que poseen
rasgos propios y diferentes de los que pudieran revestir otros procesos de
carácter nacional o internacional, y observando los estándares estableci-
dos por esta Corte en la solución de otros casos. 

189. A ese efecto, la Corte considera que es equitativo otorgar a la víc-
tima como reintegro de las costas y gastos generados en la jurisdicción
interna y en la jurisdicción internacional la suma de US$ 50.000,00 (cin-
cuenta mil dólares de los Estados Unidos de América).

190. Conforme a la práctica constante de este Tribunal, la Corte se re-
serva la facultad de supervisar el cumplimiento íntegro de la presente
Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya dado
cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente fallo.

Puntos resolutivos

191. Por tanto, LA CORTE, 

por unanimidad, 
1. declara que el Estado violó el derecho a la nacionalidad consagrado

en el artículo 20.1 y 20.3 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

2. declara que el Estado violó el derecho a las garantías judiciales con-
sagrado en el artículo 8.1 y 8.2 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

3. declara que el Estado violó el derecho a la protección judicial consa-
grado en el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.
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4. declara que el Estado violó el derecho a la propiedad privada consa-
grado en el artículo 21.1 y 21.2 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

5. declara que el Estado violó el derecho a la libertad de expresión con-
sagrado en el artículo 13.1 y 13.3 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, en perjuicio de Baruch Ivcher Bronstein.

6. declara que el Estado incumplió la obligación general del artículo
1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en conexión
con las violaciones de los derechos sustantivos señalados en los puntos
resolutivos anteriores de la presente sentencia.

7. decide que el Estado debe investigar los hechos que generaron las
violaciones establecidas en la presente sentencia para identificar y sancio-
nar a los responsables de las mismas.

8. decide que el Estado debe facilitar las condiciones para que Baruch
Ivcher Bronstein pueda realizar las gestiones necesarias para recuperar el
uso y goce de sus derechos como accionista mayoritario de la compañía
Latinoamericana de Radiodifusión S.A., como lo era hasta el 1 de agosto
de 1997, en los términos de la legislación interna. En cuanto al resarci-
miento relativo a los dividendos y las demás percepciones que le hubieran
correspondido como accionista mayoritario y funcionario de dicha com-
pañía, deberá igualmente aplicarse el derecho interno. Para todo ello, las
peticiones respectivas deben someterse a las autoridades nacionales com-
petentes.

9. decide, por equidad, que el Estado debe pagar a Baruch Ivcher Brons-
tein una indemnización de US$20.000,00 (veinte mil dólares de los Esta-
dos Unidos de América) o su equivalente en moneda peruana al momento
de efectuar el pago por concepto de daño moral.

10. decide, por equidad, que el Estado debe pagar a Baruch Ivcher
Bronstein, como reintegro de las costas y gastos generados en la jurisdic-
ción interna y en la jurisdicción internacional, la suma de US$50.000,00
(cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalen-
te en moneda peruana al momento de efectuar el pago.

11. decide que supervisará el cumplimiento de esta sentencia y sólo
después dará por concluido el caso.
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C) ETAPA DE INTERPRETACIÓN

CIDH, Caso Ivcher Bronstein (Baruch Ivcher Bronstein vs. Perú), In-
terpretación de la Sentencia de Fondo (Art. 67 Convención Americana
sobre Derechos Humanos), Sentencia de 4 de Septiembre de 2001.

Composición de la Corte:* Antônio A. Cançado Trindade, Presidente;
Hernán Salgado Pesantes, Juez; Oliver Jackman, Juez; Alirio Abreu Bu-
relli, Juez; Sergio García Ramírez, Juez; y Carlos Vicente de Roux Ren-
gifo, Juez; presentes, además, Manuel E. Ventura Robles, Secretario, y
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario adjunto.

Asuntos en discusión: Competencia y composición de la Corte, admi-
sibilidad de la demanda de interpretación, alcance de las reparaciones.

*

Competencia y composición de la Corte

[D]e acuerdo con el artículo 67 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos... y el artículo 58 del Reglamento de la Corte...** resuel-
ve sobre la demanda de interpretación de la sentencia de fondo emitida
por la Corte el 6 de febrero de 2001 en el caso Ivcher Bronstein..., presen-
tada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos... y por el se-
ñor Baruch Ivcher Bronstein... los días 4 y 8 de mayo de 2001, respecti-
vamente.

1. El artículo 67 de la Convención establece que 

[e]l fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre
el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera
de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa
días a partir de la fecha de la notificación del fallo.  

 *   El Juez Máximo Pacheco Gómez informó a la Corte que, por motivos de fuerza
mayor, no podía participar en la deliberación y firma de esta sentencia.

**   De conformidad con la Resolución de la Corte de 13 de marzo de 2001 sobre Dis-
posiciones Transitorias al Reglamento de la Corte, la presente Sentencia sobre interpreta-
ción de la sentencia de fondo se dicta según los términos del Reglamento adoptado en la
Resolución de la Corte de 16 de septiembre de 1996.
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De conformidad con el artículo citado, la Corte es competente para in-
terpretar sus fallos, y para el examen de la demanda de interpretación
debe tener, si es posible, la misma composición que tenía al dictar la sen-
tencia respectiva (artículo 58.3 del Reglamento). En esta ocasión, la Cor-
te está integrada por los mismos jueces que dictaron la sentencia de fon-
do, cuya interpretación ha sido solicitada por la Comisión Interamericana
y por el señor Baruch Ivcher Bronstein.

Objeto de las demandas de interpretación

5. La Comisión en su demanda de interpretación solicitó a la Corte que
señale “que la responsabilidad del Estado peruano incluye todos los ele-
mentos que componen las reparaciones en el derecho internacional. [Y
que] [t]ales elementos comprenden los daños materiales y morales, otras
reparaciones no pecuniarias y los gastos y costas incurridos en la jurisdic-
ción interna y en la internacional”. Por su parte, el señor Ivcher Bronstein
solicitó a la Corte “se sirva interpretar la sentencia en cuanto a las obliga-
ciones de reparación que surgen de la misma ... así como del procedi-
miento que ha de seguirse para que se satisfaga una justa reparación que
restituya en integridad los daños que se causaron...”.

6. Ambas solicitudes de interpretación se basaron en el hecho que con
fecha 16 de abril de 2001 el Estado del Perú envió al señor Ivcher una
nota en la cual se indicaba que:

Respecto a lo señalado en su comunicación, acerca del pago de una indemni-
zación como reparación por daños materiales ocasionados a raíz de la viola-
ción de sus derechos, he procedido a realizar las consultas y coordinaciones
con las autoridades estatales concernidas. En tal sentido, se me ha manifestado
que el Gobierno Peruano, en atención a lo dispuesto por la sentencia de la
Corte Interamericana, entiende que los únicos pagos ordenados son los referi-
dos a la reparación de daño moral y reintegro de gastos judiciales. Interpretán-
dose así que no está reconocida ni contemplada ninguna indemnización adi-
cional a pagar por algún otro concepto. De allí que el Gobierno no comparte
su interpretación en el sentido de que una obligación de este tipo se haya esta-
blecido en la sentencia de la Corte.

7. Tal y como se desprende de lo señalado en los párrafos anteriores, el
objeto de las aclaraciones solicitadas en ambas demandas de interpreta-
ción versa sobre el tema del alcance de las reparaciones otorgadas por la
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Corte en su sentencia de fondo, de manera particular en lo que concierne a la
reparación por los daños materiales. Ambas demandas tienen idénticas pre-
tensiones, motivo por el cual esta Corte las resolverá de forma conjunta.

Admisibilidad de la demanda de interpretación

8. El artículo 67 de la Convención exige, como presupuesto de admisi-
bilidad de la demanda de interpretación de sentencia, que dicha demanda
sea presentada “dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notifi-
cación del fallo”. La Corte ha constatado que la sentencia de fondo en
este caso se notificó a las partes el 9 de febrero de 2001. Por lo tanto, las
demandas de interpretación fueron presentadas oportunamente. 

9. Por su parte, los alegatos del Estado fueron recibidos en la Secreta-
ría de la Corte los días 2 y 3 de julio de 2001, es decir, una vez concluido
el plazo otorgado por la Corte para tal fin, por lo que dichos escritos fue-
ron presentados extemporáneamente. Al respecto, la Corte aplicando el
criterio de razonabilidad y temporalidad admite los mencionados escritos,
en razón de que se recibieron en su Secretaría con una dilación de uno y
dos días, respectivamente, que no menoscaba el equilibrio que debe guar-
dar el Tribunal entre la protección de los derechos humanos y la seguri-
dad jurídica y equidad procesal.50

10. En relación con las sentencias de interpretación la Corte ha mani-
festado que

[c]ontribuye a la transparencia de los actos de este Tribunal, esclarecer, cuan-
do estime procedente, el contenido y alcance de sus sentencias y disipar cual-
quier duda sobre las mismas, sin que puedan ser opuestas a tal propósito con-
sideraciones de mera forma.51
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50 Cfr. Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros). Sentencia de
5 de febrero de 2001. Serie C, núm. 73, párrafo 41; Caso Baena Ricardo y otros.
Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C, núm. 72, párrafo 50; Caso Castillo Páez,
Excepciones preliminares. Sentencia de 30 de enero de 1996. Serie C, núm. 24, párrafo
34; Caso Paniagua Morales y Otros, Excepciones preliminares. Sentencia de 25 de enero
de 1996. Serie C, núm. 23, párrafos 38, 40-42 y Caso Cayara, Excepciones preliminares.
Sentencia de 3 de febrero de 1993. Serie C, núm. 14, párrafos 42 y 63.

51 Caso Blake. Interpretación de la Sentencia sobre Reparaciones (artículo 67 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 1o. de octubre de 1999.
Serie C núm. 57, párrafo 20 y Caso El Amparo. Solicitud de Interpretación de Sentencia
de 14 de septiembre de 1996. Resolución de la Corte de 16 de abril de 1997. Serie C,
núm. 46, Considerando 1.



11. Corresponde ahora a la Corte verificar si los aspectos substanciales
de la demanda de interpretación cumplen las normas aplicables.52 El ar-
tículo 58 del Reglamento establece, en lo conducente, que

[l]a demanda de interpretación a que se refiere el artículo 67 de la Convención
podrá promoverse en relación con las sentencias de fondo o de reparaciones y
se presentará en la Secretaría de la Corte indicándose en ella, con precisión,
las cuestiones relativas al sentido o alcance de la sentencia cuya interpretación
se pida.

12. La peticiones de interpretación de la Comisión y del señor Ivcher
se basan en que existe una discrepancia en si la reparación ordenada por
la Corte en su sentencia de fondo comprendería “una reparación por daño
material”. 

13. En razón de lo expuesto, la Corte observa que la demanda de inter-
pretación es conforme con lo previsto en el artículo 67 de la Convención
y en el artículo 58 del Reglamento, por lo que la declara admisible. De
conformidad con lo anterior, la Corte procederá a interpretar aquellos as-
pectos de su fallo en los que exista duda sobre su sentido y alcance.

Alcance de las reparaciones

17. De los argumentos de las partes se desprende que la Corte debe
aclarar si la obligación reparatoria del Estado, en los términos de la sen-
tencia de 6 de febrero de 2001, comprende el daño material derivado de
la violación de los derechos del señor Ivcher. 

18. El artículo 63.1 de la Convención Americana prescribe:

Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente,
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado
la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la par-
te lesionada.
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52 Cfr. Caso Barrios Altos. Interpretación de la sentencia de fondo (artículo 67 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 3 de septiembre de 2001.
Serie C núm. 83, párrafo 11.



19. La Corte ha manifestado anteriormente que 

[la] demanda de interpretación de una sentencia no debe utilizarse como un
medio de impugnación sino únicamente debe tener como objeto desentrañar el
sentido de un fallo cuando una de las partes sostiene que el texto de sus puntos
resolutivos o de sus consideraciones carece de claridad o precisión, siempre y
cuando esas consideraciones incidan en dicha parte resolutiva y, por tanto, no
se puede pedir la modificación o anulación de la sentencia respectiva a través
de una demanda de interpretación.53

21. ...la sentencia de fondo contiene determinaciones precisas a propó-
sito de las diversas reparaciones a cargo del Estado peruano:

a) En lo que atañe a daño moral y gastos y costas procesales, ordena pagos es-
pecíficos, cuantificados en dólares americanos o su equivalente en moneda pe-
ruana;

b) En lo que respecta a identificación y sanción de responsables, dispone
que el Estado investigue los hechos violatorios de los derechos del señor Iv-
cher, con el propósito de identificar y castigar a los responsables de aquéllos;

c) En cuanto a la restitución de las cosas, en la medida de lo posible, al es-
tado en que se encontraban antes de las violaciones cometidas, resuelve que el
Estado facilite las condiciones para que el interesado realice las gestiones con-
ducentes a recuperar sus derechos como accionista mayoritario de la Compa-
ñía Latinoamericana de Radiodifusión, S.A, como lo era hasta el 1o. de agosto
de 1997, en los términos que prevenga la legislación peruana; y

d) Por lo que hace a percepciones de las que se vio privado el señor Ivcher
como consecuencia de la violación de sus derechos como accionista y funcio-
nario de la citada empresa, entre ellas los dividendos correspondientes a la
participación accionaria, determina que se recurra, asimismo, a la legislación
nacional aplicable a esta materia.

La propia Corte señala en su sentencia que para dar cumplimiento a lo
establecido en los puntos que en este párrafo figuran como c) y d), las pe-
ticiones respectivas deben formularse a las autoridades nacionales com-
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53 Caso Suárez Rosero. Interpretación de la Sentencia sobre Reparaciones (artículo
67 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 29 de mayo de
1999. Serie C, núm. 51, párrafo 20; Caso Loayza Tamayo. Solicitud de Interpretación de
la Sentencia de 1 de septiembre de 1997. Resolución de la Corte de 8 de marzo de 1999.
Serie C, núm. 47, párrafo 16; en concordancia con Caso Neira Alegría y otros.
Resolución de la Corte de 3 de julio de 1992. Informe Anual 1992, p. 79, párrafo 23.



petentes. En efecto, son éstas las que deberán resolver lo que sea perti-
nente, bajo las normas peruanas correspondientes. 

Así, han quedado atendidas expresamente todas las reparaciones apli-
cables al presente caso y se ha establecido cuáles son las gestiones que
deberán ser promovidas ante el Estado peruano para que éste, en cumpli-
miento de sus propias leyes, facilite la satisfacción de las pretensiones del
señor Ivcher en lo que concierne a daños materiales. En este sentido exis-
te una obligación precisa del Estado peruano: recibir, atender y resolver
esas reclamaciones como legalmente corresponda.
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